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AVISO DE NOTIFICACIÓN 

 

MEDIANTE PROVIDENCIA CALENDADA EL DÍA CUATRO (04) DE MARZO DE DOS 

MIL VEINTIUNO (2021). 

 

EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI, A TRAVÉS DEL 

HONORABLE MAGISTRADO HOMERO MORA INSUASTY, PROFIRIO AUTO DEL 04 DE 

MARZO DE 2021, DENTRO DE LA ACCION DE TUTELA CON RADICADO: 76001-22-03-

000-2021-00059-00, INTERPUESTA POR JOSÉ MAURICIO PINZÓN PORRAS CONTRA 

EL JUZGADO 4 CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI. EN CONSECUENCIA, SE PONE EN 

CONOCIMIENTO DE EDILBERTO LLANOS PEREZ (DEMANDADO), FREDY ALBERTO 

COY RODRIGUEZ (DEMANDADO), CREINTEC LTDA (DEMANDADO), ANA MILENA 

RIOS RODRIGUEZ (CESIONARIA DE BANCOOMEVA), EDGAR MARTINEZ 

RODRIGUEZ (SECUESTRE) Y ASTRID GOMEZ POSSO (SECUESTRE)  

INTERVINIENTES DENTRO DEL PROCESO EJECUTIVO MIXTO 004-2005-

00284-00, LA REFERIDA PROVIDENCIA. 

 

LO ANTERIOR, TODA VEZ QUE PUEDEN VERSE AFECTADOS EN EL DESARROLLO 

DE ESTE TRÁMITE CONSTITUCIONAL. 

SE FIJA EN LA OFICINA DE APOYO PARA LOS JUZGADOS CIVILES DEL CIRCUITO 

DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI y EN LA PÁGINA WEB DE LA RAMA 

JUDICIAL (www.ramajudicial.gov.co), EL DÍA OCHO DE MARZO DE DOS MIL 

VEINITIUNO A LAS 7:00 AM, VENCE EL DÍA OCHO DE MARZO DE DOS MIL 

VEINITIUNO A LAS 4:00 PM. 

 

NATALIA ORTIZ GARZÓN 

 Profesional Universitario  
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CONSTANCIA DESFIJACIÓN DE AVISOS DE TUTELA: 

 

Santiago de Cali, 09 de marzo de 2021. 

 

Se deja constancia que el anterior aviso permaneció fijado en la Oficina de Apoyo de los 

Juzgados Civiles del Circuito de Ejecución de Sentencias y en la página web de la Rama 

Judicial (www.ramajudicial.gov.co), por el término ordenado, sin que las partes hubiesen 

hecho pronunciamiento alguno.  

 

NATALIA ORTIZ GARZÓN 
Profesional Universitario 

 

 

 

 

 

 

 



Bogotá marzo 2021 

 
 
Señor 
Juez de Tutela (R) 
Cali  
 
  
 
 

REF:  ACCIÓN DE TUTELA CONTRA SENTENCIA JUDICIAL 

TUTELANTE:        JOSE MAURICIO PINZÓN PORRAS 
 
TUTELADO:        JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO - CALI 
 
 
 
 Cordial saludo, 
 
 
SANDRA MERCEDES RIVAS JIMÉNEZ, identificada con cédula de ciudadanía 
número 59812969 de Pasto, abogada en ejercicio TP 177214 CSJ, conforme al 
poder adjunto, interpongo TUTELA frente a la SENTENCIA JUDICIAL N° 248 de 
fecha 13 de julio de 2011 en el proceso ejecutivo mixto 2005- 00284 del Juzgado 
Cuarto Civil del Circuito de Cali, cuyo demandante es COOMEVA, hoy 
BANCOMEVA y los demandados los señores: JOSE MAURICIO PINZON PORRAS, 
EDILBERTO LLANOS PEREZ, siendo el primero mi poderdante. Ruego tener en 
cuenta los siguientes HECHOS y consideraciones. 
 

HECHOS: 

1. La solicitud de amparo constitucional se realiza a SENTENCIA JUDICIAL sobre 
proceso que cursó primeramente en el Juzgado Cuarto Civil del circuito y en la 
actualidad se encuentra en el Juzgado Tercero Civil de Ejecución de Sentencias de 
la ciudad de Cali, radicado por el demandante COOMEVA, ahora BANCOOMEVA 
el día 31 de agosto de 2005 y librado mandamiento de pago el día 9 de noviembre 
de 2005. Así las cosas, este proceso lleva en trámite por más de quince años. 
 

2. Los antecedentes del proceso en mención son: Mi poderdante y sus socios (en ese 
entonces) obtienen un crédito con COOMEVA, hoy BANCOOMEVA y firman dos 
pagares a nombre de los demandados a saber: 

a. Pagaré Cupoactivo N° 0104 831546-00 del 24 de agosto 2005por valor inicial de 
$8.371.193, a cargo de EDILBERTO LLANOS PEREZ y 

b. Pagaré Crédito Comercial, Empresarial o de Consumo N° 0104 767289- 00 de 02 
de junio de 2004 y diligenciado el por el valor inicial de $60.000.000 a cargo de 
EDILBERTO LLANOS PEREZ, CREINTEC LTDA, FREDDY ALBERTO COY 
RODRIGUEZ y JOSE MAURICIO PINZON PORRAS. Este crédito fue avalado en 
un 70% por el FONDO NACIONAL DE GARANTIAS.



3. Para desembolsar el Crédito Comercial, Empresarial o de Consumo N° 0104 767289- 
00 de 02 de junio de 2004 (objeto de proceso ejecutivo) por el valor inicial de 
$60.000.000 COOMEVA exigió una hipoteca abierta sobre el bien inmueble con 
matricula inmobiliaria N° 300-206481 que corresponde a un inmueble ubicado en la 
Cra. 27 N° 12 – 46 de la ciudad de Bucaramanga, de propiedad de mi poderdante 
JOSE MAURICIO PINZON PORRAS 
 

4. Así las cosas, la entonces sociedad COOMEVA inició proceso ejecutivo mixto el día 
05 de septiembre de 2005 y registró medida cautelar de embargo sobre el bien 
hipotecado. Si bien la garantía se la constituía por este crédito en particular, la 
escritura de constitución de hipoteca rezaba que amparaba los créditos anteriores y 
posteriores a nombre del señor EDILBERTO LLANOS. 
 y obtuvo por parte de despacho que se librará el MANDAMIENTO DE PAGO, 
contenido en el interlocutorio N° 1667 de 09 de noviembre de 2005, en el que se 
dispuso que: 

a. EDILBERTO LLANOS PEREZ, FREDDY ALBERTO COY RODRIGUEZ, JOSE 
MAURICIO PINZON PORRAS y la sociedad CREINTEC LTDA., pagarán la suma de 
$54.458.556, correspondientes al saldo del pagaré N° 0104 767289-00 y que 

b. EDILBERTO LLANOS PEREZ pague la suma de $8.371.193 representados en el 
pagaré N° 10104 831546-00 
 

5. Cumpliendo su misión de garante el Fondo Nacional de Garantías en el  crédito 
comercial, empresarial o de consumo N° 0104 767289- 00, pagó a COOMEVA el día 
21 de marzo de 2006, la suma de $40.723.912 (el cual habría quedado reducido a un 
capital de tan solo $13.734.644) hecho que COOMEVA nunca informó al Juzgado; sin 
embargo por reiteradas solicitudes de mi prohijado, el  FNG, emitió una certificación 
del pago de esta suma remitido al juzgado con fecha 09 de mayo de 2013, 
documentación que reposa en el expediente del juzgado y adjuntamos a esta acción 
constitucional y se adjuntó a los diferentes escritos de otro profesional del derecho que 
remitió al Juzgado. 
 

6. Mi poderdante Sr. JOSE MAURICIO PINZON PORRAS, fue notificado del 
mandamiento de pago por conducta concluyente. 
 

7. En desarrollo de un Convenio Interadministrativo de Compraventa de Cartera suscrito 
entre Central de Inversiones S.A., CISA y el del Fondo Nacional de Garantías S.A. 
FNG esta obligación fue transferida a título de venta a CENTRAL DE INVERSIONES 
CISA, entidad a la que acudió el Sr. EDILBERTO LLANOS PEREZ en su calidad de 
deudor a buscar una soluciona a dicha obligación obteniendo unos descuentos para 
reducir el monto total a la cantidad de $28.600.000 suma que pagó el día 31 de mayo 
de 2011, obteniendo con ello LA EXTINCIÓN de la OBLIGACIÓN N° 10602010761 
que corresponde al pagaré 0104 767289-00, nuevamente COOMEVA omite esta 
información al Juez Cuarto Civil del Circuito, pero CISA comunica al Juzgado de los días 
21 de febrero y 14 de marzo de 2013, y en el documento del 16 de abril de 2013 
expedido por el FONDO NACIONAL DE GARANTIAS, los cuales se encuentran en 
el expediente y adjunto copia a esta acción de TUTELA. 

De hecho Sr. Juez, CISA, solicitó al Juzgado Cuarto Civil del Circuito con lo antes 
mencionado, la cesión del crédito N° 103541 (pagaré 0104 767289-00) del Fondo 
Nacional de Garantías a la sociedad Central de Inversiones CISA y  la 
CANCELACIÓN de la obligación por pago de la misma, solicitud que consideramos, 
fue indebidamente NEGADA conforme se observa en el punto “SEPTIMO” del Auto 
del 17 de febrero de 2012, visible a folio 200 del expediente, pues a pesar de NO SER 
PARTE DEL PROCESO, como se dice en el mencionado Auto, olvidando, el prelado 
que cualquier tercero  puede pagar una obligación de conformidad con lo dispuesto 
por los Arts. 1630 a 1633 del Código Civil. 
 

8. Aunado a lo  anterior Sr. Juez, BANCOOMEVA efectuó una CESIÓN DEL CREDITO 
EJECUTADO el día 09 de Junio de 2011, a favor de ANA MILENA RIOS 
RODRIGUEZ (ESPOSA DEL DEUDOR PRINCIPAL EDILBERTO LLANOS) incluyendo el 
pagaré antes citado o sea el 0104 767289-00 que estaba a cargo de EDILBERTO 
LLANOS PEREZ, CREINTEC LTDA, FREDDY ALBERTO COY RODRIGUEZ y 
JOSE MAURICIO PINZON PORRAS y también el pagaré N° 0104 832546-00 que tan 
solo estaba a cargo del Sr. EDILBERTO LLANOS PEREZ, tal y como se dijo en el 
MANDAMIENTO DE PAGO. 



 

Esta cesión fue informada al Juez Cuarto Civil del Circuito en escrito a folio   153 del 
cuaderno principal, pero no se dijo nada al respecto al valor de la mencionada cesión 
que lo fue por la suma de $28.600.000 suma caprichosa pues según certificación de 
COOMEVA del día 13 de febrero de 2013 –la cual adjunto- el crédito fue cedido a la 
Sra. ANA MILENA RIOS RODRIGUEZ por la suma de $24.869.566 cifra que de todos 
modos no corresponde al saldo del capital de la obligación garantizada para el crédito 
empresarial, que como ya se dijo fue reducción por virtud de los pagos efectuados por 
el F.N.G. a la suma de $13.734.644. 

 
9. en el Auto del 17 de febrero de 2012 del Juzgado Cuarto Civil del Circuito, se aceptó 

la cesión del crédito sin tener en cuenta el límite de capital, así como tampoco los 
pagos hechos al pagaré cedido, y se ordena la mencionada cesión por la totalidad de 
MANDAMIENTO DE PAGO, ordenado conforme el Auto interlocutorio N° 1667 del 09 
de Noviembre de 2005 
 

10. No solo la nueva cesionaria Sra. ANA MILENA RIOS RODRIGUEZ ocultó la 
información de que es esposa del deudor principal EDILBERTO LLANOS, sino que 
además APROVECHÓ la cesión del crédito autorizada por ese despacho en el Auto 
del 17 de Febrero de 2012, y presentó una liquidación del capital e intereses teniendo 
en cuenta los dos (02) pagarés que hacen parte del mandamiento de pago, en su 
cuantía inicial y liquidando intereses desde las fechas iniciales de exigibilidad, para 
llegar a una estrambótica liquidación que alcanzo la suma de $177.892.201, dineros 
que pretende le sean pagados con la venta por el remate con el inmueble dado en 
garantía para el crédito empresarial amparado con el pagaré 0104 767289-00, el cual 
fue reducido a un capital de tan solo $13.734.644, como ya se explicó. 
 
 

11. En la actualidad el proceso se encuentra en el JUZGADO TERCERO CIVIL DEL 
CIRCUITO DE EJECUCION DE SENTENCIAS DE CALI y la señora ANA MILENA 
RIOS RODRIGUEZ, nuevamente, queriendo hacer una “leguleyada”, solicitó al 
JUEZ cediera el crédito al señor EDILBERTO LLANOS, deudor y esposo de la 
cesionaria, ANTE LO CUAL EL Juez se da cuenta de la irregularidad que se pretendía 
realizar y niega la petición en auto del 31 de julio de 2020. 
 

12.  Si bien es cierto, BANCOOMEVA no informó del pago parcial de la deuda por el FNG 
al Juzgado, este tampoco   aceptó la certificación del pago parcial   arrimada por FNG, 
así como tampoco aceptó las reiteradas certificaciones de la condonación del crédito 
por parte de CISA y continuó con la ejecución del crédito y en el momento el proceso 
se encuentra para el remate del bien inmueble del señor PINZON PORRAS 
pretendiendo cobrarse, a través de la cesionaria ANA MILENA RIOS RDRIGUEZ,  una 
deuda inexistente. 

 

DERECHOS VULNERADOS  

 

En el estado en que está este proceso, para remate del bien inmueble, se han 
agotado todas las posibilidades de resarcir el error del juzgador en cuanto a la cuantía 
de la deuda ejecutada por lo que la Tutela es la única instancia que le queda a mi 
prohijado para proteger sus derechos vulnerados y prever un mal irremediable, el 
cual es perder su bien inmueble injustamente. Los derechos funfamentales 
vulnerados son los siguientes: 

 
Derecho al debido proceso: 
 
Artículo 29 constitucional, teniendo en cuenta que la norma expresa cual es el 
procedimiento de manera clara, para los procesos ejecutivos y no se tuvo en cuenta 
las pruebas que demostraban el pago de la obligación, además existe una solicitud 
por una de las partes demandadas para volverse demandante lo cual demuestra un 
defecto fáctico al no valorarse estas pruebas que son de gran valor en el proceso.  
 



Bien lo ha manifestado la Corte Constitucional que sobre el particular hace un análisis 
en el que se refiere a la indebida aplicación del derecho cuando el juzgador no acoge 
o desecha las pruebas que permitan demostrar los hechos determinantes del 
supuesto legal.  En sentencia T-672 de agosto 31 de 2010 se afirma que:  
 

“Si bien el juzgador goza de un amplio margen para valorar el material 

probatorio en el cual ha de fundar su decisión y formar libremente su 
convencimiento, ‘inspirándose en los principios científicos de la sana crítica 
(Arts. 187 CPC y 61 CPL)’[31], dicho poder jamás puede ejercerse de manera 
arbitraria. La evaluación del acervo probatorio por el juez implica, 
necesariamente, ‘la adopción de criterios objetivos[32], no simplemente 
supuestos por el juez, racionales[33], es decir, que ponderen la magnitud y el 
impacto de cada una de las pruebas allegadas, y rigurosos[34], esto es, que 
materialicen la función de administración de justicia que se les encomienda a 
los funcionarios judiciales sobre la base de pruebas debidamente 
recaudadas.’[35] 
  
La Corte ha identificado dos dimensiones en las que se presentan defectos 
fácticos: 1) Una dimensión negativa que ocurre cuando el juez niega o valora 
la prueba de manera arbitraria, irracional y caprichosa[36] u omite su 
valoración[37] y sin razón valedera da por no probado el hecho o la 
circunstancia que de la misma emerge clara y objetivamente.[38] Esta 
dimensión comprende las omisiones en la valoración de pruebas 
determinantes para identificar la veracidad de los hechos analizados por el 
juez. 2) Una dimensión positiva, que se presenta generalmente cuando el juez 
aprecia pruebas esenciales y determinantes de lo resuelto en la providencia 
cuestionada que no ha debido admitir ni valorar porque, por ejemplo, fueron 
indebidamente recaudadas (artículo 29 C.P.) y al hacerlo el juez desconoce 
la Constitución. 

 
Del libelo del pronunciamiento de la Corte, se puede colegir que en este 
caso en particular el Juez Cuarto Civil del Circuito de Cali, violó el debido 
proceso en su actuación debido a que no tuvo en cuenta los pagos 
realizados por terceros a la deuda del ejecutado PINZON PORRAS y al 
contrario dio viabilidad a la continuación del cobro ejecutivo hasta llegar 
hasta este estado de remate del bien inmueble. 
 

 

Derecho al acceso a la administración de justicia 

 

En el expediente del mencionado proceso 2005-00284 se puede observar señor 
Juez, que tanto el señor PINZON PORRAS a través de abogados y las entidades 
como FNG Y CISA, hicieron llegar al Juzgado Cuarto Civil Municipal constancias de 
pagos de la deuda ejecutada, pero el señor Juez hizo caso omiso a estas 
comunicaciones desechándolas con el argumento de que estas entidades eran 
terceros y no podían cancelar dicha deuda. Así lo ha manifestado la Corte 

Constitucional en reiteradas sentencias, para la muestra en Sentencia T-799/11 
dice la Corte 

  
 “DERECHO DE ACCESO A LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA-Contenido y 
alcance” 
  
El derecho fundamental de acceso a la administración de justicia se encuentra 
consagrado en el artículo 229 de la norma superior en los siguientes términos: Se 
garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración de justicia. 
….. Este derecho ha sido entendido como la posibilidad reconocida a todas las personas 
de poder acudir, en condiciones de igualdad, ante las instancias que ejerzan funciones 
de naturaleza jurisdiccional que tengan la potestad de incidir de una y otra manera, en 
la determinación de los derechos que el ordenamiento jurídico les reconoce, para 
propugnar por la integridad del orden jurídico y por la debida protección o 
restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con estricta sujeción a los 
procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de las garantías 
sustanciales y procedimentales previstas en la Constitución y la ley. Por medio de su 
ejercicio se pretende garantizar la prestación jurisdiccional a todos los individuos, a 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/t-813-12.htm#_ftn31
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/t-813-12.htm#_ftn32
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/t-813-12.htm#_ftn33
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/t-813-12.htm#_ftn34
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/t-813-12.htm#_ftn35
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/t-813-12.htm#_ftn36
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/t-813-12.htm#_ftn37
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/t-813-12.htm#_ftn38


través del uso de los mecanismos de defensa previstos en el ordenamiento jurídico. De 
esta forma, el derecho de acceso a la administración de justicia constituye un 
presupuesto indispensable para la materialización de los demás derechos 
fundamentales, ya que, como ha señalado esta Corporación “no es posible el 
cumplimiento de las garantías sustanciales y de las formas procesales establecidas por 
el Legislador sin que se garantice adecuadamente dicho acceso”. Por consiguiente, el 
derecho de acceso a la administración de justicia se erige como uno de los pilares que 
sostiene el modelo de Estado Social y Democrático de Derecho, toda vez que abre las 
puertas para que los individuos ventilen sus controversias ante las autoridades judiciales 
y de esta forma se protejan y hagan efectivos sus derechos.” 

 

 

Derecho a la propiedad, 

 
En Sentencia C-189/06, la Corte Constitucional ha definido el derecho de 
Propiedad Privada así:  

  
  

“Puede definirse a la propiedad privada como el derecho real que se tiene por excelencia 
sobre una cosa corporal o incorporal, que faculta a su titular para usar, gozar, explotar y 
disponer de ella, siempre y cuando a través de su uso se realicen las funciones sociales y 
ecológicas que le son propias.” 
 
 Y en cuanto a sus características  
 

“DERECHO DE PROPIEDAD-Características 
  
Al derecho de propiedad se le atribuyen varias características, entre las cuales, 
se pueden destacar las siguientes: (i) Es un derecho pleno porque le confiere a 
su titular un conjunto amplio de atribuciones que puede ejercer autónomamente 
dentro de los límites impuestos por el ordenamiento jurídico y los derechos 
ajenos; (ii) Es un derecho exclusivo en la medida en que, por regla general, el 
propietario puede oponerse a la intromisión de un tercero en su ejercicio; (iii) Es 
un derecho perpetuo en cuanto dura mientras persista el bien sobre el cual se 
incorpora el dominio, y además, no se extingue -en principio- por su falta de uso; 
(iv) Es un derecho autónomo al no depender su existencia de la continuidad de 
un derecho principal; (v) Es un derecho irrevocable, en el sentido de reconocer 
que su extinción o transmisión depende por lo general de la propia voluntad de 
su propietario y no de la realización de una causa extraña o del solo querer de 
un tercero, y finalmente; (vi) Es un derecho real teniendo en cuenta que se trata 
de un poder jurídico que se otorga sobre una cosa, con el deber correlativo de 
ser respetado por todas las personas.” 

 

 

El  artículo 58 constitucional, protege la propiedad privada para su buen uso y disfrute 
y de ahí deviene el derecho a disponer de esta propiedad; sin embargo, durante más 
de quince años, el bien del señor PINZON PORRAS ha permanecido con medida 
cautelar de embargo y secuestro lo cual lo ha sacado del mercado y mi poderdante 
no ha podido ejercer su derecho a venderlo, constituirlo como garantía de otros 
negocios etc. La displicencia del Juez cuarto Civil del Circuito frente a las pruebas de 
pago en este proceso ha hecho que este se dilate injustificadamente y el perjuicio 
para mi prohijado se mantenga hasta la fecha.  

 

Teniendo en cuenta que la Acción de Tutela es un mecanismo para prevenir un mal 
irreparable cuando ya se han agotado todos los existentes y que en este caso, el 
daño sigue latente a pesar que la sentencia tutelada es de años atrás sus efectos 
siguen causando violación a los derechos fundamentales de mi prohijado, solicito:  

 
 
 
 
 



PETICIÓN:  

 

Con fundamento en los hechos narrados y en las consideraciones expuestas, 
respetuosamente, solicito al señor juez tutelar a favor del señor JOSÉ MAURICIO 
PINZÓN PORRAS los derechos constitucionales fundamentales invocados para 
prevenir un mal irreparable y se ordene revocar la  SENTENCIA JUDICIAL N° 248 
de fecha 13 de julio de 2011 en el proceso 2005- 00284 del Juzgado Cuarto Civil del 
Circuito de Cali, y ordenarle al juez tutelado que permita la reliquidación del crédito 
ejecutado teniendo en cuenta los pagos realizados  al acreedor COOMEVA - 
BANCOMEVA el día 21 de marzo de 2006, por el FNG por la suma de $40.723.912, 
Y la condonación de la deuda al señor GILBERTO LLANOS por valor de $28.600.000 
el día 31 de mayo de 2011 pagos estos, anteriores al fallo tutelado que cancelarían 
en su totalidad la deuda y evitaría consecuencialmente el remate del bien inmueble 
de mi prohijado.  
 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 Arts. 1, 6, 29, 58,86, 229 de la Constitución Nacional, de igual manera, Sentencias 
Corte Constitucional; T 464 -2011, SU 116- 2018, T 587- 2017, sentencia T-672 de 
agosto 31 de 2010, Sentencia T-799/11. 
 
JURAMENTO 
 
Teniendo en cuenta el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 señala: manifiesto que no he 
presentado otra acción de tutela respecto de los mismos hechos y derechos 
 
PRUEBAS: 
 
Solicito se tengan como pruebas: 
 
1. DOCUMENTALES: 

 
 Sentencia Judicial 248 de 13 de Julio de 2011. 

 Constancia de Fondo Nacional de Garantías de 09 de mayo de 2013. 

 Auto interlocutorio N° 1667 de 09 de noviembre de 2005. 

 Constancias de pago CISA de 21 de febrero, 14 de marzo, 19 de abril del año 
2013. 

 Certificado de libertad y tradición 300-206 481. 

 Constancia del Fondo Nacional de Garantías del 16 de abril de 2013. 

 Auto del 17 de febrero de 2012. 

 Escrito a folio 153. 

 Certificación de Coomeva del 13 de febrero de 2013. 

 Solicitud de cesión de crédito al Juzgado Tercero Civil de Ejecución 
Sentencias, por parte de Ana Milena Ríos. 

 Auto del 31 de Julio de 2020. 

 Copia del certificado de tradición donde aparecen relacionados los señores 
ANA MILENA RIOS RODRIGUEZ y EDILBERTO LLANOS como propietarios 
de un bien inmueble, este certificado data del año 2005, año de la demanda. 
Lo cual es prueba fehaciente de que entre ellos existe una relación que, si 
bien no es la idónea para certificar su matrimonio, si es un indicio. 

 
2. PRUEBA TRASLADADA 

 
Solicito, muy comedidamente se notifique al JUZGADO TERCERO CIVIL DEL 
CIRCUITO DE EJECUCION DE SENTENCIAS DE CALI, el traslado del 
expediente 2005-00284 y su cuaderno de medidas previas con el fin de que su 
señoría constaste la veracidad de los hechos relatados. 

 
 
 



 
ANEXOS 

 
- Lo mencionado en el acápite de pruebas 
- Poder 
- Prueba de envío de poder por mensaje de datos del señor MAURICIO 

PINZON PORRAS 

 

NOTIFICACIONES: Decreto 806/ 2020 
 

- Al señor JOSE MAURICIO PINZON PORRAS, AL CORREO 
ELECTRÓNICO: jmpp61@hotmail.com 

 

- A la suscrita: al correo electrónico: sandrarivas70@gmail.com 
 

- A los Juzgados: Cuarto Civil del Circuito y Juzgado Tercero Civil del circuito 
de Ejecución de Sentencias de Cali, en las direcciones suministradas en la 
página de la rama judicial: 

 
j04cccali@cendoj.ramajudicial.gov.co y 

 

j03ejecccali@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 

Respectivamente. 

Att 

 

SANDRA M RIVAS J 

TP 177214 CSJ 

C.C. 59812969 

mailto:jmpp61@hotmail.com
mailto:sandrarivas70@gmail.com
mailto:j04cccali@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:j03ejecccali@cendoj.ramajudicial.gov.co






























































 

TRIBUNAL SUPERIOR 
DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA CIVIL DE DECISIÓN 
MAG. PONENTE DR. HOMERO MORA INSUASTY 

 

Santiago de Cali, cuatro (04) de marzo de dos mil veintiuno (2.021)  

 

Rad.- 76001-22-03-000-2021-00059-00-3768 
 

El señor José Mauricio Pinzón Porras, a través de apoderado judicial, instaura 

acción de tutela frente al juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, 

para que sean protegidos sus derechos fundamentales al debido proceso y al 

acceso a la administración de justicia.  

  

Analizada la petición encuentra el Despacho que esta reúne las exigencias 

contempladas en los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992; además, teniendo 

en cuenta nuestra condición de superior funcional de la autoridad judicial 

accionada habrá de admitirse y darle el trámite pertinente. 

 

En consecuencia, esta Corporación en Sala Civil Singular,  

 

 

RESUELVE 
 
 

1º. ADMITIR la solicitud de amparo constitucional incoada por José 

Mauricio Pinzón Porras frente al juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta 

ciudad. 

 

2º. Ténganse como pruebas los documentos allegados con el escrito de tutela. 

 

3º. Vincular a este asunto al juzgado Tercero Civil del Circuito de Ejecución 

de Sentencias de Cali y a todas las personas que intervienen dentro del 

ejecutivo distinguido con la radicación No. 004-2005-00284-00, propuesto 

por Coomeva contra José Mauricio Pinzón Porras y otros. 

 

El secretario del despacho en el cual se encuentre actualmente el expediente, 

en forma inmediata, enterará de este auto a quienes son partes intervinientes 

en el trámite cuestionado en cita, para que puedan hacer valer sus intereses y 

remitirá con destino a esta Corporación las respectivas constancias de 

notificación. Del memorial contentivo de la tutela y sus anexos, se les enviará 

copia a los vinculados. 

 

4º.- Requerir al juzgado involucrado y a los demás vinculados para que, 

dentro del término de un (01) día contado a partir de la notificación de esta 

providencia, manifiesten lo que a bien tengan sobre los hechos y pretensiones 
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de la tutela. Asimismo, la oficina judicial deberá remitir, de forma escaneada 

o digitalizada, copia del expediente y de las demás piezas procesales que 

considere necesarias para respaldar la oposición a la tutela. 

 

5º.- Notificar el presente proveído a las partes por el medio más expedito y 

eficaz.  

 
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

 

 

  

HOMERO MORA INSUASTY 
Magistrado 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


